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Cámara de Diputados de la Provincia de Santa fe

PROYECTO DE DECLARACION
La Cámara de Diputados de la Provincia de Santa Fe

DECLARA:

1- Su más profunda preocupación por la situación de aquellas personas y familias de nuestra provincia que atraviesan situación de calle o se encuentran en potencial peligro de estarlo, debido  a amenaza de perder la vivienda donde habitan, por desalojos por ej.
2- Que los presentes programas de vivienda a pesar de lo dispuesto por la ley 24.464 (Fondo Nacional de Vivienda) art 1º y sus leyes modificatorias, destinadas a posibilitar a la población de recursos insuficientes, en forma rápida y eficiente, el acceso a una vivienda digna, no contemplan determinados casos, exigiendo requisitos que en muchos casos son inalcanzables, para quienes no cuentan con recibos de sueldo o bien por no estar blanqueados o por tener actividades que no permiten justificar sus ingresos mensuales o simplemente por no llegar al monto requerido. 
3- La falta de entrega de viviendas sociales a aquellas personas que carecen de ingresos económicos determinados o a determinar por falta de relación de dependencia, o como justificar esta última. 
Fundamentos:
Sr. Presidente

“ La vivienda es un lugar básico y fundamental para el desarrollo del ser humano, es vital en la construcción de la identidad, de los vínculos. Es un espacio de pertenencia y de relaciones. Las condiciones de vida determinan parte de la historia y la dignidad de las personas. El acceso a la vivienda debiera ser un tema excluyente en las agendas de los gobiernos, un punto básico en las discusiones y el diseño de políticas públicas al respecto. En Rosario, dicho acceso se presenta cada vez a mayor cantidad de personas, como algo desesperante. 
Alquilar un departamento, un local o una casa resulta muy complicado y casi inaccesible, por los altísimos precios de los alquileres, por los excesivos requisitos en los pedidos de garantías, recibos de sueldo, etc. Las pensiones, que hasta hace algunos años eran sitios transitorios de estadía, pasaron a ser un hogar para muchos, incluso para familias completas. Pensiones que muchas veces no alcanzan las mínimas condiciones edilicias y sanitarias para vivir.” Así comienza un comunicado la ONG IRA inquilinos rosarinos agrupados, quienes ven latente la posibilidad de encontrarse sin una vivienda para residir y establecerse.

En el contexto de la crítica situación socio-económico, el Estado tiene la responsabilidad de diseñar e implementar políticas destinadas a las personas afectadas por esta situación, ya sea a través de la generación de empleo así como

de medidas de asistencia y protección social enmarcadas en políticas de largo plazo, en consecuencia el deterioro de la situación habitacional de numerosas familias ven vulnerado su derecho al acceso a una vivienda digna. 
A primera vista, puede parecer extraño abordar el derecho a la vivienda como un derecho humano básico. Un techo inadecuado e inseguro, sin embargo, amenaza la calidad de vida de los individuos, atentando directamente contra su salud física y mental. 
Nuestra Carta Magna prevé dentro de la primera parte destinada a los derechos y garantías de los ciudadanos en el art 14 bis último párrafo, el derecho a una vivienda que guarde la dignidad de la persona humana, se encuentra consagrado el derecho a la vivienda en la mayoría de los tratados y declaraciones internacionales de Derechos Humanos los que han sido incorporado como es de público conocimiento en el art 75 inc.22 esto significa que comparten con la Constitución su supremacía y que por lo tanto se encuentran en el vértice de la pirámide de nuestro ordenamiento jurídico. 
           Por su parte la constitución provincial de nuestra provincia establece en su Art. 7. El Estado reconoce a la persona humana su eminente dignidad y todos los órganos del poder público están obligados a respetarla y protegerla, el  Art.. 21. El Estado crea las condiciones necesarias para procurar a sus habitantes un nivel de vida que asegure su bienestar y el de sus familias, especialmente por la alimentación, el vestido, la vivienda, los cuidados médicos y los servicios sociales necesarios. 
En otras palabras, la violación del derecho a la vivienda niega la posibilidad de una vida digna. Esta idea ha sido reflejada en el derecho internacional, a través de instrumentos como la Declaración Universal de los Derechos Humanos y el Pacto Internacional de Derechos Económicos, Sociales y Culturales. 
Los elementos que constituyen el derecho humano a la vivienda son establecidos entre otros en Habitat Internacional Coalition (HIC), una red de ONG que trabaja con el tema de la vivienda, esta red desarrolló una herramienta de monitoreo que identifica 14 elementos constitutivos del derecho humano a la vivienda. Estos elementos se desprenden de las obligaciones que los estados contrajeron al ratificar diferentes tratados internacionales y otras leyes comúnmente aceptadas. 
Estos elementos son: seguridad de tenencia; bienes y servicios (entre los cuales se encuentra el agua, considerado un requisito esencial para un pleno derecho a la vivienda); accesibilidad económica, habitabilidad, accesibilidad física, ubicación, tradiciones culturales, libertad frente a posibles desalojos, información, capacitación, participación y libertad de expresión, realojamiento, ambiente saludable, seguridad y privacidad.
A pesar de que este derecho se encuentra bien definido, existe una gran distancia entre las palabras y los hechos. De acuerdo a cifras de la ONU, mil millones de pobladores urbanos tienen problemas relacionados con la vivienda. La mayoría vive en asentamientos irregulares en países en desarrollo. De acuerdo a la sociedad civil y a diferentes expertos, la gran culpable es la globalización corporativa y sus efectos negativos en las vidas de los pobres. Como señala Miloon Kothari, relator especial de la ONU en temas de vivienda, “las apremiantes desigualdades de ingreso y oportunidad entre y dentro de los países han conducido al incremento en la cantidad de personas sin vivienda adecuada y segura. Los derechos humanos que poseen las personas y las comunidades a la vivienda, el agua y el saneamiento, siguen erosionándose a medida que el proceso de privatización se profundiza y acelera”.
 En el ámbito de la ONU está teniendo lugar un debate candente. Conferencias, declaraciones y seguimientos se han convertido en un campo de batalla donde las ONG vienen denunciando regresiones con respecto a logros ya obtenidos. 
La primera conferencia sobre vivienda y asentamientos, conocida como Habitat I, tuvo lugar en Vancouver (Canadá) en 1976. Equidad, justicia social, solidaridad, dignidad humana, libertad de acción y de movimiento fueron los principios fundamentales articulados en esta conferencia. Allí se recomendó que los gobiernos y las organizaciones internacionales dediquen todo su esfuerzo a tomar acciones urgentes. Sin embargo, los problemas no solo persistieron sino que se multiplicaron en número y alcance.
 Veinte años más tarde, en 1996, la ciudad de Estambul fue sede de Habitat II. La Agenda Habitat, documento adoptado por los estados miembro, representó un gran adelanto. Allí se reconoció el derecho a la vivienda como un derecho humano fundamental. Durante todo el proceso se hizo énfasis en la importancia de la participación de la sociedad civil, transformando el abordaje con el que hasta ese momento se habían encarado los objetivos de Vancouver. Se promovió una participación real y efectiva de las ONG en los procesos de negociación. 
En la conferencia Estambul + 5, que tuvo lugar en Nueva York en 2001, la ONU revisó la implementación de la Agenda Habitat. De acuerdo a las ONG presentes, este nuevo proceso implicó un retroceso con respecto a Habitat I, en cuanto a participación de las ONG y autoridades locales. En este contexto HIC emitió una declaración, firmada por 30 ONG de 20 países, donde condenó la ausencia de toda referencia al derecho a la vivienda como un derecho humano en la declaración final de la Conferencia. Allí declaró que “esta regresiva tendencia post Estambul ha sido defendida por muy pocos estados”. 
El derecho a la vivienda también está siendo discutido en otro ámbito: las Metas de Desarrollo del Milenio. En el año 2000 los estados miembro de la ONU acordaron trabajar de cara al cumplimiento de ocho metas de desarrollo, subdivididas en 18 objetivos específicos y mensurables. La meta 7 - objetivo 11 apunta a una mejora significativa en las vidas de cien millones de habitantes de asentamientos irregulares para el año 2020. Los relatores especiales del Comité para los Derechos Económicos, Sociales y Culturales y de la Comisión de Derechos Humanos de la ONU están promoviendo la participación de las ONG en el monitoreo que está llevando a cabo UN-HABITAT, organismo de la ONU encargado de los temas de vivienda y asentamientos. También están promoviendo la adopción de una perspectiva de derechos humanos (que incluye a los derechos económicos, sociales y culturales) en el proceso general de las Metas de Desarrollo del Milenio.
De alguna manera, en nuestro país ello ha sido reconocido por el gobierno de la ciudad de Buenos Aires en el año 1997, al crear el Programa integrador para personas o grupos familiares en situación de “emergencia habitacional” (decreto 607/97). Este Programa advierte: “hoy hay cada vez más pobres y mayor cantidad de pobres aún más pobres; es decir, se observa mayor incidencia y mayor intensidad de la pobreza. Ello trajo consigo, y como consecuencia, el creciente problema de la gente que vive en la calle... Así, podría decirse que en la calle viven individuos aislados, desocupados, sin medios económicos, ni hábitat propio y con lazos familiares rotos; pero también

personas o familias que por razones diversas: desalojos, falta de trabajo, y en menor grado, migraciones; hacen de la calle su lugar para sobrevivir”.

                 Frente al agravamiento de la situación de pobreza y la vulnerabilidad de las personas que no encuentran satisfecho su derecho a la vivienda digna, que se dan en los grandes centros urbanos, El Centro de Estudios Legales Y Sociales (Cels), El Centro De Investigaciones Sociales y Asesorías Legales Populares (Cisalp) de la Ciudad Autónoma de Buenos Aires han realizado investigaciones manifestando que los gobiernos provinciales deben comprometerse en el respeto de los estándares reseñados a través de la revisión de las políticas de vivienda existentes, y de su adopción como guía para el diseño de futuros programas en la materia.

Recordamos que los estándares aquí mencionados son vinculantes para los poderes del Estado en tanto son obligaciones cuyo incumplimiento compromete la responsabilidad internacional de nuestro país.

A la luz de estos estándares, a realizar una evaluación crítica de los programas sociales existentes en materia de vivienda que tengan incidencia sobre los habitantes de la Ciudad de Buenos Aires, los que comparten la problemática por la densidad poblacional, proponiendo soluciones alternativas al diseño de la política pública en la matera, y ejerciendo –en su caso- las acciones legales que pudieran corresponder en resguardo de las personas mas vulnerables 
            Si el estado no diseña nuevas politicas habiltacionales sin duda la situación va a empeorar, sobre todo en nuestra región. Entonces no podemos calificar de "delincuentes" o "antisociales" a los "invasores", puesto que quienes actúan de esta manera contribuyen también de manera importante en la economía del país y de nuestra entidad. 

El desorden en la regularización de la tenencia de la tierra, la falta de voluntad política y de coordinación entre entidades de los tres niveles de gobierno, la falta de planificación para dotar de reserva territorial urbana, la inmigración desbordada, el acaparamiento, la especulación, la corrupción, la utilización política de la necesidad de vivienda de la gente, y otros problemas, han empeorado el panorama y obstaculzado toda solución posible, provocando la salida fácil: que los regímenes endurezcan las leyes en contra de los ocupantes ilegales de tierras, criminalizando así la necesidad. Se da, así, una salida policiaca a un problema de carácter eminentemente social. 
           Es sin duda política del Gobierno promover el acceso de la población de menores ingresos a una vivienda digna para lo cual es necesario formular y establecer una política de vivienda que contenga el marco normativo, establezca los mecanismos y los programas necesarios para promover el reordenamiento territorial, impulsar el adecuado desarrollo de asentamientos humanos para facilitar, abaratar, ampliar y transparentar el financiamiento, para de este modo poder acceder a la vivienda, impulsar la ejecución de la Ley de Regularización del Derecho Propietario Urbano, promover la simplificación administrativa de los procedimientos relacionados con la habilitación y construcción de viviendas e incentivar el desarrollo tecnológico de la construcción, entre otros.
            Dicho programa, está destinado a grupos familiares que se encuentren en emergencia habitacional; por presentar situación de desalojo en diferentes instancias, o bien problemas de salud de algún miembro del núcleo familiar, que requiera una vivienda adecuada para mejorar su condición de vida. 
Junto a las reivindicaciones que exigen a las distintas administraciones que impulsen acciones que posibiliten el acceso a la vivienda (en venta o alquiler) es necesario incidir que es urgente la puesta en marcha de medidas que garanticen el techo ( no sólo el acceso) para aquellas familias con graves dificultades sociales que engloban un alto porcentaje  de la población al estar en  situación de exclusión social.
Por todo lo expuesto solicito a mis pares me acompañen en la presentación del presente Proyecto de Declaración.
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